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Tiempo para la igualdad

Sacerdotes y ciudadanos debemos tener los mismos derechos y deberes

Eduardo Ulibarri periodista 

La Iglesia Católica y sus representantes, sean jerárquicos o pastorales, deben tener los mismos derechos civiles que el resto de los ciudadanos. Y entre los más importantes está la libertad de expresión. 

Por esto, la prohibición constitucional para que manifiesten públicamente preferencias políticas no coincide con el carácter republicano y democrático de nuestras instituciones y nuestra sociedad.

Pero la Iglesia Católica y sus representantes también deben tener los mismos deberes que el resto de los ciudadanos, entre los cuales están católicos practicantes, escépticos o de baja intensidad, creyentes de otras denominaciones y descreídos.

Por esto, la naturaleza confesional de nuestro Estado, que se amarra al catolicismo como religión oficial, tampoco coincide con el carácter republicano y democrático de nuestras instituciones y nuestra sociedad.

Conclusión: por lógica histórica, salud política, igualdad ante la ley y equiparación de los derechos y deberes de individuos y grupos, ha llegado la hora de que los sacerdotes puedan hablar libremente de política y de que el Estado se libre de ataduras religiosas. 

Desde el humanismo. Toda organización política es una creación humana. Lo mismo ocurre con el reconocimiento de los derechos que emanan de ella, particularmente vigorosos en la concepción liberal-democrática. 

Tal reconocimiento se nutre de fuentes ancestrales. Entre ellas, las religiosas tienen importancia fundamental. En el universo a la vez heterogéneo y coherente que llamamos Occidente, del que Costa Rica forma parte, la mayor impronta viene de la tradición judeo-cristiana. Pero esta, a la vez, es heredera del humanismo laico y el racionalismo crítico de los griegos.

La evolución histórica de esas poderosas y luminosas corrientes de doctrina y pensamiento sociopolítico ha conducido, entre otros resultados, a la reafirmación de un conjunto de valores y prácticas de convivencia y organización colectiva. Entre los valores ocupa un lugar preponderante la libertad de expresar nuestras ideas y convicciones. A nadie debe negársele ese derecho, no importa cuál sea su rango o credo. Entre las prácticas, la separación entre los poderes civiles y eclesiásticos.

En muchos casos, sobre todo durante la Edad Media, el avance de la libertad de expresión se dio a contrapelo de la mezcla de intolerancia religiosa y abuso del poder que emanaron del Vaticano.

Su herramienta, particularmente cruel en el mundo hispánico, fue la Inquisición. Su sustento, las caprichosas interpretaciones doctrinarias instrumentalizadas por autócratas terrenales, algunos llamados reyes o reinas; otros, papas.

Esos pecados fueron superados, y sería injusto cobrárselos a la Iglesia Católica contemporánea, hoy envuelta en faltas de otro tipo: en nuestro patio, la intermediación financiera al margen de la regulación; en el mundo, los casos de pederastia. 

Dios y el César. Sin embargo, si alguna enseñanza dejaron las aberraciones de la intransigencia religiosa para el desarrollo democrático de la política y la evolución libre de la sociedad, fue la necesidad de separar a Dios del César; es decir, a la Iglesia del Estado. 

Allí donde la cercanía o fusión han existido, los resultados han sido, generalmente, funestos. En su versión extrema, pueden llevar a una literal cacería de “infieles”, algo de lo que el Cristianismo ya se libró, pero una parte del islamismo aún padece. Pero también puede conducir a otro tipo de injusticias o limitaciones de derechos. En el repertorio nacional, los ejemplos no son escasos.

La prohibición de la fecundación in vitro por parte de la Sala Constitucional se sustentó, esencialmente, en razones religiosas, no fácticas, constitucionales o humanistas. A lo que condujo, en la práctica, fue a una odiosa discriminación contra las parejas sin recursos para practicársela en el exterior. 

El rechazo a que dos adultos del miso sexo que cada noche duermen bajo la misma sábana consoliden los derechos civiles que emanan de esa relación, se asienta en una interpretación miope y distorsionada del Cristianismo que, además, cierra los ojos a una realidad insoslayable.

El rechazo visceral de un anticonceptivo que se toma después, no antes, del acto sexual, proviene de una negación deliberada de la evidencia científica. Esta dice que impide el embarazo; una particular interpretación religiosa insiste en que lo interrumpe, equivale al aborto y debe prohibirse' sobre todo para quienes no pueden comprarlo directamente. 

Y el virtual poder de veto de la jerarquía católica sobre los programas de sexualidad en la educación pública, son una injerencia tan indebida como la que hasta hace poco tuvieron para nombrar profesores de religión.

La opción por un Estado laico en Costa Rica no eliminará, necesariamente, esos y prejuicios y limitaciones; tampoco, la intolerancia o la subordinación del humanismo constitucional a consideraciones religiosas en instancias judiciales o políticas.

Pero, al menos, pondrá un muro de contención institucional a la mezcla entre religión y gobierno. Además, evitará que los argumentos o –peor todavía– fanatismos religiosos, lleguen a convertirse en variables de nuestro debate público. 

Prudencia necesaria. Aunque aún incipientes, desde la pasada campaña electoral han surgido indicios de preocupante contaminación entre religión y política. El ambiente podría enrarecerse si no hay una actitud prudente, contenida y considerada hacia otras creencias o descreencias, de parte de las autoridades eclesiásticas y gubernamentales. 

Estas últimas, sobre todo, deben evitar el reiterado uso de una simbología religiosa que pertenece más al ámbito de la intimidad que al del poder público. Porque así como en el hogar o el templo la vivencia visible de la fe puede generar tranquilidad espiritual, serenidad y esperanza, su exhibición en el terreno gubernamental puede ser fuente de irritación y fermento de intolerancia.

El cambio hacia un Estado laico tendría otro positivo efecto para nuestra igualdad democrática, con particulares beneficios para la propia Iglesia: daría mayor legitimidad social al sólido argumento doctrinal que sustenta un pleno ejercicio de la libertad de expresión por parte de los sacerdotes.

Una Iglesia oficial que, además, use el púlpito como le plazca en asuntos políticos, sería un gran riesgo. De aquí, en gran medida, el sustento de la prohibición constitucional.

Una Iglesia separada del Estado, con derecho a expresarse libremente, pero cuidadosa en el uso de esa garantía, abonaría a la democracia, sobre todo si, junto a ella, existe una opinión pública sin temor a opinar distinto.

La vinculación Iglesia-Estado y la prohibición de las manifestaciones políticas de los sacerdotes no son temas menores. Tampoco lo son la fecundación in vitro, las uniones civiles de personas del mismo sexo, la píldora del día después o la educación sexual.

Se trata de temas directamente ligados a la organización democrática de la vida en sociedad, a la igualdad de derechos y deberes, a los derechos individuales y al imperativo de poner los hechos sobre los prejuicios, las instituciones civiles sobre las estructuras religiosas, y la prudencia frente al exacerbamiento argumental.

